
Bogotá D.C., ___ de marzo de 2025
Licenciado (a)
______________________________________________
Rector (a) Colegio _________________________ I. E. D.
Localidad ________________________________ (____)

Ref. Su comunicación del _____ de marzo de 2025. 
Fraternal saludo Señor (a) Rector (a).
En mi calidad de Docente /Directivo Docente del colegio ______________________________________________________ Jornada __________ Localidad ________, y estando dentro del término concedido por Usted para responder su comunicación, respetuosamente me permito responder a la misma así: 
1. CIUDADANÍA. Soy ciudadano (a) colombiano (a) y me identifico con la Cédula de Ciudadanía No. _______________. A la fecha no tengo ningún tipo de interdicción ni impedimento para ejercer mi ciudadanía y por ende todos los derechos fundamentales y legales consagrados en la C.N. y demás normas del ordenamiento jurídico colombiano vigentes. 

2. SERVIDOR PÚBLICO Y TITULARIDAD DE DERECHOS. 
Si bien es cierto ostento la calidad de Servidor (a) Público, también es cierto que no por ello pierdo mis derechos como ciudadano (a) colombiano (a), especialmente, porque soy titular de derechos fundamentales que bajo ninguna circunstancia estoy obligado (a) a renunciar o el estado colombiano a menoscabarlos, restringirlos o negarlos, mucho menos a impedir de forma intimidante o arbitraria el goce, garantía o negación de mi libertad a ejercerlos de la forma plena en que están consagrados, es decir, sin limitación alguna. 

3. EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. 
Calidad de servidor (a) público (a) no es sinónimo de esclavo, carente de voluntad o pensamiento para optar libremente por la defensa y garantía de mis propios derechos, el ejercicio pleno de mi derecho al trabajo en condiciones dignas y justas (Art. 25 C.N.), de forma simultánea con otras garantías constitucionales inherentes y en conexidad inescindible con este, de tal forma que la negación o limitación de alguna de estas garantías (Arts. 1, 2, 13, 18, 28, 33, 37, 38, 40 y 53), pudiera llegar a vulnerar de contera los demás derechos conexos, lo cual implica, inexorablemente, que no es posible  menoscabar alguno porque al hacerlo se afectan simultáneamente varios derechos considerados fundamentales y de especial protección constitucional, lo cual nos conduce a dar aplicación preferencial al Art. 4 superior, “ARTÍCULO 4. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales.”, en virtud del cual, muy respetuosamente solicito a Usted o a quien deba decidir el presente, se apliquen en mi favor los derechos fundamentales consagrados en los Arts. 1, 2, 13, 18, 28, 33, 37, 38, 40 y 53, COMO EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD, frente al requerimiento de ausentismo, figura ésta consagrada en una norma de inferior jerarquía.

4. PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD Y RAZONABILIDAD. 
En una justa aplicación de los principios del derecho,  la PROPORCIONALIDAD Y RAZONABILIDAD, deben motivar una acertada decisión al tenerse en cuenta como pilares de la presente justificación en estricto derecho, dado que asistí responsablemente a más de la mitad de mi jornada laboral, y antes de retirarme del colegio, dejé totalmente organizado el trabajo académico con los grupos a mi cargo, previo acuerdo institucional con los compañeros de trabajo y el plan de contingencia que se preparó en el colegio para dar la garantía a quienes decidimos participar en las actividades referidas.. En consecuencia, inasistir a menos de 2 horas de la jornada laboral para poder hacer uso de mis derechos, habiendo garantizado el derecho a la educación de mis estudiantes, hace que haya un equilibrio entre ambos derechos, sumando además a que muchos padres y madres de familia que también se vincularon a la protesta, salieron con sus hijos del colegio de forma voluntaria. 
5. PRINCIPIO DE LA PREVALENCIA DE LOS DERECHOS. 
Si bien es cierto que la educación es un derecho fundamental de los niños, niñas y adolescentes, y que sus derechos prevalecen sobre los de los demás, no es menos cierto y lo ha reiterado la Corte Constitucional, que ello no significa literalmente la negación de otros derechos en cabeza de otras personas igualmente titulares de derechos fundamentales, a quienes en apoyo de este principio de la prevalencia, no puede menoscabarse sus garantías y libertades, dado que según el principio constitucional, no hay derechos fundamentales de mayor o menor escala: Todos los derechos son y deben ser garantizados!
6. LA NO AFECTACIÓN DEL SERVICIO PUBLICO “NO ESENCIAL” DE LA EDUCACIÓN. Las actividades académicas asincrónicas son una gran herramienta en eventualidades como la que nos ocupa, siendo avalada por la SED y el MEN en otrora oportunidades, y esta vez de nuevo la pusimos en práctica con toda responsabilidad, avalando también la responsabilidad y crecimiento personal de los estudiantes, actividades estas que se complementarán en la siguiente hora de clase y tendrán un valor evaluativo por parte de los docentes que nos acogimos a esta estrategia. De manera que los estudiantes tuvieron actividad académica, estuvieron asistidos por otros colegas y la jornada escolar culminó normalmente sin ninguna dificultad. 
7. LA GARANTÍA DE ASOCIACIÓN SINDICAL Y LOS CONVENIOS DE LA OIT COMO TRATADOS INTERNACIONALES DE ESTRICTO CUMPLIMIENTO PARA COLOMBIA Y QUE ME RESPALDAN.  
Soy afiliado (a) a la Asociación Distrital de Trabajadores y Trabajadoras de la Educación, (ADE) , por ende sería nugatorio este derecho, de no poder cumplir con las orientaciones y actividades sindicales, programadas y aprobadas, comunicadas al gobierno, y en todo caso, respaldadas por los organismos federados como FECODE y la CUT. De otra parte, esta fue una actividad nacional, en todo Colombia todos los ciudadanos que a bien tuvieron acoger esta acción sindical, política, social en la que estuvieron involucrados no solamente los docentes sino servidores públicos de otras entidades territoriales y del sector privado, contándose por cientos de miles los participantes, lo cual, justifica mi actuar, dado que estamos ante un gravísimo problema social que afecta especialmente a la clase trabajadora más vulnerable. 
Cabe recordar, que en nuestro ordenamiento jurídico y especialmente en el Constitucional, los Acuerdos de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) ratificados por el estado colombiano, hacen parte del bloque constitucional, son garantes de la sindicalización y la protección de la protesta pública o social y pacífica.
Convenio 151. Convenio sobre la protección del derecho de sindicación y los procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la administración pública. Vigencia: 25-02-1981.      
Convenio 187. Todo miembro deberá promover e impulsar, en todos los niveles pertinentes, el derecho de los trabajadores a un medio ambiente de trabajo seguro y saludable, mediante la elaboración de una política nacional.  
      
8. Decreto 0302 del 17 de marzo-2025. DÍA CÍVICO.
[bookmark: _Hlk193246963]Adicionalmente, tanto el MEN como la Presidencia de la República, respaldaron estas actividades con el Decreto 0302 del 17 de marzo-2025, mediante el cual, el Gobierno Nacional expidió tal decreto, y se ordenó: “Declarar como Día Cívico para la Participación Ciudadana." El próximo 18 de marzo de 2025, con motivo de garantizar el legítimo derecho de la ciudadanía de expresarse públicamente en favor de las reformas sociales que mejoren su vida y garanticen su dignidad. Artículo 2. Alcance. Las entidades públicas de la Rama Ejecutiva del orden nacional, de los niveles central y descentralizado, impartirán y adoptarán las instrucciones pertinentes que permitan a sus servidores públicos suspender las diferentes actividades laborales y de atención al público, de manera que el 18 de marzo de 2025 sea considerado como un día no hábil, laboralmente.”.
Previó el parágrafo que “En virtud de su autonomía, las entidades territoriales certificadas junto con el Ministerio de Educación Nacional podrán adoptar las medidas pertinentes para la modificación de los calendarios académicos, de conformidad con la normativa aplicable”.
Asimismo, en su artículo 4 enunció los servicios públicos esenciales no mencionó la educación, que hasta la fecha no es considerado como tal en nuestro ordenamiento jurídico, luego es permitida la participación de los docentes en ceses de actividades que como el presente, solo son unas horas, menos de media jornada laboral. 

9. JURISPRUDENCIA. 
En relación con estos derechos la Corte Constitucional, ha dicho: “En el derecho de asociación sindical subyace la idea básica de la libertad sindical que amplifica dicho derecho, como facultad autónoma para crear organizaciones sindicales, ajena a toda restricción, intromisión o intervención del Estado que signifique la imposición de obstáculos en su constitución o funcionamiento. Ello implica, la facultad que poseen las referidas organizaciones para auto- conformarse y auto- regularse conforme a las reglas de organización interna que libremente acuerden sus integrantes, con la limitación que impone el inciso 2 del art. 39, según el cual la estructura interna y el funcionamiento de los sindicatos se sujetan al orden legal y a los principios democráticos”. (Sentencia C-385/2000).

10. COMPETENCIA. 
Es Usted competente para definir si mis anteriores argumentos en estricto derecho, corresponden a una justificación jurídica para inasistir menos de media jornada laboral y poder garantizar mis derechos arriba enunciados, bajo la premisa de que no hubo ningún tipo de interrupción en el servicio público educativo, ni afectación a los estudiantes, que se me pueda endilgar como falta o responsabilidad, tal como es de  su entero conocimiento. Quedo atento (a) a su decisión. 
NOTIFICACIONES
De conformidad con el Art. 56 del CPACA, las recibiré en mi correo electrónico _____________________________
Agradezco su especial atención y reitero mi respetuoso saludo. 

FIRMA _______________________________________________________________	.

NOMBRE _______________________________________________________________ C.C. ______________________________.
